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TEMA I: DERECHO CONSTITUCIONAL
1. Concepto.

La Argentina es un Estado federal, que comprende al Estado Nacional, coexistiendo con Estados provinciales autónomos, lo que determina que exista un Derecho Constitucional Nacional y tantos Derechos Constitucionales Provinciales como provincias haya. 

El Derecho Constitucional, es el ordenamiento jurídico fundamental y supremo,  que organiza jurídica y políticamente al Estado. Determina la forma del Estado y su gobierno, competencias y atribuciones, fines estatales, derechos y garantías de los habitantes.  Regula la organización de todo el derecho, sentando principios básicos y determinando la forma de gobierno y la forma de Estado. También determinando las relaciones entre particulares y el Estado y las obligaciones que de ellas se desprenden.

El Derecho Constitucional enfoca, en primer término, en la Parte Dogmática, los principios y declaraciones constitucionales, así como el tema de los derechos fundamentales del individuo, que tienen por fin su fortalecimiento como base del carácter instrumental del Estado. Así, se reconoce que cada persona humana individual es una realidad sustancial que tiene valor de fin en sí misma, mientras que el Estado no es más que una realidad ordenada como fin al bien de las personas individuales, conforme el corte liberal de la Constitución Nacional. Los derechos constitucionales de los individuos disfrutan de protección especial (garantías). 

El Derecho Constitucional aborda, en segundo lugar, en la Parte Orgánica, la estructura fundamental de un Estado determinado, poniendo de realce quiénes son los que dirigen un país y de acuerdo a qué criterios.

La Argentina es un Estado federal, lo cual significa que las provincias tienen facultades legislativas originarias (no delegadas): a la Nación no le corresponden sino las materias cuya reglamentación le ha sido encomendada por la Constitución, en virtud de la delegación de facultades de las provincias a la nación. Por otra parte, el gobierno federal sólo interviene en el territorio de las provincias para garantizar la forma republicana de gobierno, o repeler invasiones exteriores, y a requisición de sus autoridades constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por sedición o por invasión de otra provincia.

A diferencia de otras constituciones provinciales, la Constitución del Chaco, en su art. 1º establece: “La provincia del Chaco, estado autónomo de la Nación Argentina, organiza sus instituciones bajo el sistema representativo, republicano y democrático”. Adopta así,  la denominación de Nación Argentina y no de República, por ser  el vocablo más adecuado, y es el que emplea la Constitución Nacional en diversas cláusulas. También emplea el vocablo “sistema” a diferencia de las constituciones provinciales y la nacional que hablan de “formas de gobierno”. Por definición, “forma” es hechura exterior de los objetos, “sistema” se extiende a todo conjunto de reglas, preceptos o principios conexionados entre si, sobre alguna materia determinada; técnicamente, en política es la organización y práctica de la constitución de un Estado. Por lo demás, es el término  que emplea el art. 5º de la Constitución Nacional al ordenar que cada provincia dictará para sí una constitución bajo el sistema representativo.

El sistema de gobierno no puede ser otro que el republicano democrático. 

En la doctrina constitucional argentina, el sistema republicano exige algunos requisitos de cierta rigidez conceptual, reconoce la soberanía del pueblo, como base única de todo gobierno, por lo tanto limitado en el tiempo y en la acción, responsable ante el pueblo por los órganos políticos, y de la justicia, equilibrio de poderes con publicidad de todos los actos, y sujeto a la crítica y contrapeso constante de la opinión pública. En la vida contemporánea en la democracia tiene un contenido moral y humano que no tuvo en la antigüedad; adquirió un sentido social además de político, y se manifiesta como un contenido ético de la soberanía popular.

El sistema democrático se encuentra definido en el art. 2º, primera parte: “ Todo el poder emana del pueblo y pertenece al pueblo, que lo ejerce por medio de sus representantes con arreglo a esta constitución, y a través de los derechos de iniciativa popular, consulta popular y revocatoria…”

En virtud del sistema republicano, el gobierno está organizado en ámbitos diferenciados: tres Poderes con funciones estatales diferenciadas por su contenido material (legislar, ejecutar y juzgar), que ejercen en principio cada uno de ellas con exclusión de las demás, y órganos constitucionales de control externo, a saber: Tribunal de Cuentas, Tribunal Electoral, Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento.

2. Constitución Provincial.


La constitución provincial (1957-1994), comprende: 

el Preámbulo, la Sección Primera: Capítulo I: Principios Generales, Capítulo II: Derechos, Deberes y Garantías, Capítulo III: Derechos Sociales, Capítulo V: Hacienda Pública, Capítulo VI: Administración Pública, Capítulo VII: Educación. Sección Segunda: Capítulo único: sistema electoral. Sección Tercera: Poder Legislativo, Capítulo I: Cámara de Diputados, Capítulo II: Funcionamiento de la cámara; Capítulo III: sanción y promulgación de leyes; Capítulo IV: Atribuciones del Poder Legislativo, Capítulo V: Juicio Político. Sección Cuarta: Poder Ejecutivo, Capítulo I: Naturaleza y duración; Capítulo II Atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo, Capítulo III: Ministros y Secretarios. Sección Quinta: Poder Judicial, Capítulo I: Disposiciones generales, Capítulo II: Organización y constitución, Capítulo III: Atribuciones y deberes del Poder Judicial, Capítulo IV: Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento. Sección Sexta: Organismos de control, Capítulo I: Disposiciones Generales, Capítulo II: Disposiciones comunes a los municipios. Facultades de disposición y administración; Capítulo III: Atribuciones y deberes de los concejos municipales. Sección Octava: Capítulo Único: Reforma de la Constitución. Sección Novena: Cláusulas Transitorias.

La Parte Dogmática de la carta constitucional provincial, ajusta el ordenamiento político del estado a las prescripciones de la Constitución Nacional y a los poderes delegados por las provincias al poder de la Nación. Le siguen principios que hacen a la esencia del sistema republicano y democrático de gobierno, tales como la libertad, igualdad, e idéntica dignidad social para todos sus habitantes. Introduce el principio del veto judicial que puede dictar el Superior Tribunal de Justicia respecto de leyes, decretos, ordenanzas, o cualquier otra disposición de carácter administrativo (acción de inconstitucionalidad).

Contrariando una práctica equívoca en casi todas las constituciones vigentes de provincias, evitó la repetición de numerar derechos deberes y garantías, consagrados en la constitución nacional, que por ser ley suprema de la nación rigen en todo el territorio argentino, y, en cuanto a los no enumerados, pero que hacen a la esencia de la democracia, al sistema republicano de gobierno, y a la libertad, dignidad y seguridad de las persona humana, son también reconocidos, e igualmente asegurada su protección, por constituir el fundamento de las libertades democráticas de toda comunidad civilizada. 

3. Supremacía Constitucional.

La Supremacía de la Constitución es un principio fundamental de todo estado de derecho. Hace a la existencia misma de cada Estado, el que se constituye formalmente a partir del dictado de su Constitución. La supremacía constitucional a nivel nacional por sobre los estados provinciales, se da en virtud de lo normado por el art. 31., conforme el sistema federal. En virtud del artículo 31 y el art. 75 inc, 22, aparece una graduación jerárquica que nos muestra el ordenamiento jurídico estructurado en diferentes niveles (ver a continuación).

La Constitución Nacional ya no está sola en su escalón jerárquico supremo, la acompañan los tratados sobre derechos humanos enumerados en el art. 75 inc. 22  de la Constitución Nacional, los que gozan de jerarquía constitucional.-

Este principio, provoca en todo estado federal relaciones de supra y subordinación que traen unidad, reconociendo como único depositario de la soberanía, a la Nación. El ordenamiento jurídico y el Gobierno Federal son supremos respecto de los Estados miembros (provincias).-

Orden de Prelación Jurídico nacional, después de la Reforma de 1994.

1- Constitución Nacional (ver art. 31 de la Constitución Nacional), Tratados sobre Derechos Humanos (ver art. 75  inc. 22 segundo párrafo de la Constitución Nacional).-
2- Tratados sobre Integración, otros Tratados y Concordatos (ver art. 75 inc. 22 
párrafo primero  e inciso 24 y art. 27 de la Constitución Nacional).-

3- Leyes de la Nación (ver art. 28 de la Constitución Nacional) y Decretos de Necesidad y Urgencia (ver art.99 inc.3 de la Constitución Nacional).-

4- Constitución Provincial (ver art. 31 y 5 de la Constitución Nacional).-

5- Derecho Municipal (ver art. 123 de la Constitución Nacional).-

4. Declaraciones, Derechos y Garantías en la constitución del Chaco

En la constitución provincial se conjugaron armónicamente los distintos principios jurídicos (declaraciones), que gobiernan la materia, derechos y garantías individuales. Ello por cuanto no existen derechos si no hay libertad, y no hay libertad si no existen lo medios necesarios y eficaces que la gobiernen amparen y garanticen firmemente de los abusos y excesos del poder. 

Inútil estéril infecundo hubiera sido enunciar las libertades y derechos del individuo si no se arbitran los medios que la aseguren y garanticen real y positivamente. Además las postulaciones constitucionales por más sabias y perfectas que sean, no resuelven por si solas el bienestar de sus habitantes, si los órganos encargados de aplicarlas actúan en la órbitas de la debilidad, del servilismo y de la sumisión. 

Los excesos y abusos de un poder sólo pueden contenerse por la única autoridad, por el único poder capaza de constituir la valla granítica de sus desbordes y exorbitancias, y ello se logra cuando los agentes del poder judicial están libres de ataduras, son íntegros y dignos, y hacen de su conciencia el valuarte de la vida el honora la liberta y la propiedad de sus conciudadanos. 

Los derechos y garantías vigentes, no pasan de ser preciosas expresiones legales, si el poder que se sustenta para resguardarlas, no se ejerce con firmeza.

Conceptos.

Declaraciones/Principios generales.

Son afirmaciones solemnes del constituyente acerca de la caracterización del Estado, el sistema de gobierno, la fuente del poder, la delegación de atribuciones y funciones., la vigencia del orden constitucional, la igualdad ante la ley, acción de inconstitucionalidad, cláusula ética, protección de los intereses difusos y colectivos, entre otros. 
Derechos.

Son prerrogativas o facultades reconocidas a las personas o grupos sociales. Están protegidos: la seguridad individual, la libertad de conciencia y culto,  inviolabilidad del hogar, la libre emisión del pensamiento por cualquier medio, entre otras

Garantías. Son instrumentos y procedimientos que aseguran los medios para hacer efectivo el goce de los derechos; son mecanismos creados por la constitución o por las leyes, para que los titulares de los derechos fundamentales puedan ejercerlos y hacerlos respetar.  Están previstas: hábeas corpus, amparo, habeas data, defensa en juicio, entre otros.

5. Las Garantías Constitucionales
Se pueden clasificar en: 

a) genéricas: aquellas que tienden a proteger toda la clase de derechos: por ejemplo amparo, debido proceso legal. 

b) específicas: son las que protegen exclusivamente determinado tipo de derecho: por ejemplo el hábeas corpus.

La Constitución del Chaco, agrupa las acciones procesales constitucionales bajo el título del Art. 19: Protección Judicial. “Todos los derechos y garantías reconocidos, expresa o implícitamente, en esta Constitución, están protegidos en sus ejercicios por las siguientes acciones: …”

Hábeas Corpus. 
El hábeas corpus -expresión latina que significa "tengas el cuerpo"- es una garantía constitucional que ampara la libertad física, contra las perturbaciones ilegítimas que pudieran sufrir. -

El hábeas corpus, previsto en la Constitución en el art. 19, 2º párrafo, procede en el Chaco contra: detenciones de personas sin orden de juez competente emanada en legal forma, o librada por juez incompetente, o frente a quien arbitrariamente por autoridad o particular, se le negare, privare, restringiere, o amenazara su libertad de locomoción; o ante el reagravamiento de las condiciones de detención, o ante la desaparición forzada de personas. 

Esta acción puede interponerse por sí o por un tercero a su nombre, sin necesidad de representación legal y sin formalidad alguna, por cualquier medio de comunicación y a cualquier hora. 

Acción de Amparo.

Se trata de un medio jurisdiccional para hacer efectiva la protección del goce de los derechos reconocidos en la ley fundamenta, diferentes a la libertad física (protegida por hábeas corpus).-

Procede contra actos u omisiones de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente, restrinja, altere, amenace o lesiones, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos o garantías constitucionales, siempre que no exista otra vía judicial pronta y eficaz.

También se puede promover esta acción por toda persona física o jurídica, para la defensa de los derechos o intereses difusos o colectivos, los que protegen al ambiente, al usuario y al consumidor.

Se faculta a los jueces a declarar la inconstitucionalidad de la ley en el juicio de amparo, con lo que se invalida, en el caso concreto, la aplicación de la ley arbitraria.-

Hábeas Data.

El hábeas data, que significa "tengas el dato", es un procedimiento breve y sumario tendiente a conocer los datos que constan en registros o bases de datos, y que incluye la posibilidad de corregirlos,  actualizarlos, suprimirlos o exigir su confidencialidad. 
Nuestra Constitución prevé esta acción en el art. 19, para informarse de los datos que sobre sí mismo, o sobre sus bienes, obren en forma de registros o sistemas oficiales o privados de carácter público, con el objeto de que se informe la finalidad a que se destine esa información, y a exigir su actualización, corrección, supresión o confidencialidad.  

Otras garantías constitucionales provinciales

El art. 20 establece la inviolabilidad de la defensa en juicio; así como la prohibición de obligar a alguien a declarar en contra de si mismo; la incomunicación de los detenidos no puede durar más de 48 horas; nadie puede ser investigado por comisiones especiales o sacado de la jurisdicción de los jueces naturales; se asegura a los indigentes los medios para actuar y defenderse en cualquier jurisdicción y fuero.

El art. 21 establece que nadie puede ser detenido –excepto en caso de flagrancia- sin orden escrita de autoridad competente y con motivos fundados; y se establecen las condiciones y formas en que habrán de cumplirse las detenciones de personas. 

En el art. 22 se establece el principio de incocencia según el cual los imputados no serán considerados culpables hasta su definitiva condena, y se establece la prohibición de las torturas, toda especie de tormentos y vejámenes. 

En el art. 23 se establece que nadie podrá ser condenado en jurisdicción penal o penal administrativa sin juicio previo, fundado en ley anterior al hecho de la causa; estando en caso de duda a favor de ll más favorable al imputado; así como que sólo podrán aplicarse leyes con efecto retroactivo cuando éstas sean más favorables al imputado.

El art. 24 prevé que si de la revisión de la causa, resultare la inocencia del condenado, la Provincia deberá pagar la indemnización por los daños causados (error judicial).

El art. 25, establece que ante el incumplimiento del funcionario de un deber expresamente determinado, la persona perjudicada material o moralmente, puede demandar ante juez competente la ejecución inmediata de los actos que el funcionario o entidad publica se rehusare o fuere moroso en cumplir. 

El art. 27 establece que las cárceles y establecimientos de seguridad son para la seguridad y no para mortificación de los reclusos; constituyen centros de readaptación social, enseñanaza y trabajo. Se facilitará la asistencia espiritual, y se autorizarán las visitas privadas para proteger y estimular el vínculo afectivo y familiar. Prohibe la tortura, los vejámenes o tratos crueles degrandantes o inhumanos, ni aún bajo pretexto de seguridad. Los funcionarios autores, cómplices o partícipes, serán exhonerados del servicio al cual pertenezca y quedarán de por vida inhabilitados para la funcion pública. La obediencia debida no excusa esta responsabilidad, debiendo el Estado reparar los daños.

6. Poder Legislativo de la Provincia del Chaco.
La Constitución de la Provincia del Chaco regula en la SECCION III - Poder Legislativo

CAPITULO I - Cámara de Diputados 

Número de diputados

Art. 96. - El Poder Legislativo de la Provincia será ejercido por una Cámara de Diputados integrada por treinta miembros, número que podrá elevarse hasta cincuenta como máximo, por ley sancionada por los dos tercios de votos del total de sus componentes.

         Con arreglo a cada censo nacional o provincial, debidamente aprobado, se determinará el número de habitantes correspondientes a la representación por diputado.

Duración del mandato y renovación

Art. 97. - Los diputados durarán cuatro años en sus cargos, a partir de la fecha fijada para la inauguración del período ordinario de sesiones, y podrán ser reelegidos.

         El diputado que se incorporare en reemplazo de un titular completará el término del mandato de éste.

         La Cámara se renovará por mitades cada dos años.
Requisitos para ser diputado

Art. 98. - Para ser diputado se requiere:

         1) Ciudadanía natural en ejercicio o legal después de cuatro años de obtenida.

         2) Tener veinticinco años de edad como mínimo, a la fecha que deba incorporarse al cuerpo.

         3) Ser nativo de la Provincia o tener tres años de residencia inmediata en ella.

CAPITULO IV - Atribuciones del Poder Legislativo

Art. 119. - Corresponde a la Cámara de Diputados:


1) Dictar las leyes necesarias para hacer efectivos los derechos, deberes y garantías consagrados por esta Constitución, sin alterar su espíritu. 


2) Dictar la legislación impositiva.


3) Fijar anualmente el presupuesto de gastos, el cálculo de recursos, y aprobar la cuenta general del ejercicio vencido.


Si el Poder Ejecutivo no remitiera el proyecto de ley de presupuesto general de la administración antes del 30 de septiembre, la Cámara podrá sancionarlo directamente tomando como base el presupuesto vigente. Si la Cámara no lo sancionara al 31 de diciembre, automáticamente se considerará prorrogada la ley que estuviere en vigor.


En ningún caso la Cámara podrá aumentar los gastos ordinarios y los sueldos fijados en el proyecto del Ejecutivo.


4) Autorizar al Poder Ejecutivo a contraer empréstitos, emitir títulos públicos y celebrar cualquier otra operación de crédito con arreglo a lo dispuesto por esta Constitución.


5) Acordar subsidios, con el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, a las municipalidades cuyas rentas no alcancen según sus presupuestos a cubrir los gastos ordinarios.


6) Legislar sobre creación, modificación o supresión de los bancos oficiales y sobre políticas bancaria y crediticia.


7) Aprobar o desechar los tratados, protocolos y convenciones celebrados con la Nación, las demás provincias, las municipalidades y los estados y organizaciones internacionales.


8) Fijar las divisiones departamentales, los ejidos municipales y las eventuales reservas territoriales para el crecimiento urbano de los municipios, y el régimen de administración provincial de los servicios e intereses de las zonas rurales. 


La ley podrá establecer las atribuciones municipales que se ejercerán en las reservas aludidas, las que no podrán incluir facultad tributaria alguna.


9) Establecer el régimen de los municipios, sin perjuicio de la facultad de los de primera categoría de dictar sus cartas orgánicas; decidir sobre sus categorizaciones y disponer sobre su intervención, con arreglo a lo previsto en esta Constitución


10) Dictar las leyes de descentralización y coordinación estatal que preverán facultades al Poder Ejecutivo de convenir con los municipios la delegación de servicios, funciones y atribuciones ejercidos en las comunas, y de la administración de los mismos en interés de las zonas urbanas, suburbanas y rurales.


11)Dictar las leyes de organización de la justicia y los códigos de procedimientos administrativas y judiciales.


12) Dictar la ley orgánica de la educación, los estatutos de docente estatales y privados;  legislar sobre la cultura, la ciencia y la tecnología. 


13) Dictar la ley de ministerios.


14) Crear y organizar las reparticiones autárquicas


15) Legislar sobre uso y disposición de bienes del Estado provincial.


16) Ejercer la facultad de reglamentar el instituto del Defensor del Pueblo, que tendrá como función peticionar ante el Estado en interés de los habitantes de la Provincia, cuyas facultades y competencia determinará la ley. Será designado por los dos tercios de los miembros de la Cámara de Diputados y estará sujeto a juicio político.


17) Dictar el régimen jurídico básico y el escalafón único para el personal de la administración pública; organizar el régimen de ingresos y ascensos sobre la base del concurso público de antecedentes y oposición, bajo sanción de insanable nulidad; establecer el perfeccionamiento y la capacitación de los agentes y funcionarios.


18) Dictar la ley electoral y la de organización de los partidos políticos.


19) Legislar sobre tierras públicas, bosques, colonización, fomento de la inmigración y radicación de la población, el uso adecuado de los recursos naturales, su recuperación y su empleo no consuntivo; la administración y control centralizados de los recursos naturales productivos para lograr su eficiencia y evitar su deterioro; la formulación de otras políticas compatibles con la producción primaria, industrial y comercial,  a partir de la creciente competitividad, y en general formular planes de desarrollo sustentable.


20) Legislar sobre ecología; impacto y emergencia ambientales.


21) Dictar la ley de expropiación.


22) Dictar las leyes que aseguren y garanticen el ejercicio de los derechos sociales.


23) Legislar sobre juegos de azar.


24) Determinar las formalidades con las que se ha de llevar uniformemente el registro del estado civil de las personas, su reconocimiento, como así también la información centralizada de las personas jurídicas.


25) Reglamentar el ejercicio de las profesiones liberales en cuanto no sea de competencia del Gobierno de la Nación,  de conformidad con lo que establece el articulo 15º Inc. 3 de esta Constitución.  


26) Legislar sobre el régimen de los servicios públicos.


27) Legislar sobre la participación de los consumidores y usuarios en el control de los bienes y servicios públicos y privados, y sobre represión de monopolios, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 46º.


28) Dictar leyes de amnistía por delitos políticos.


29) Dictar leyes generales de jubilaciones y pensiones.


30) Convocar a elecciones si el Poder Ejecutivo no lo hiciere con la anticipación determinada por la ley.


31) Recibir el juramento de ley del Gobernador o Vicegobernador  de la Provincia, y considerar las renuncias que hicieren de sus cargos.


32) Conceder o denegar licencia al Gobernador y Vicegobernador  en ejercicio del Poder Ejecutivo para salir del territorio de la provincia o de la capital por más de quince días.


33) Prestar o denegar acuerdos para los nombramientos que requieran esta formalidad.


34) Dictar una ley que determine el funcionario que deberá ejercer el Poder Ejecutivo para los casos en que el Gobernador, Vicegobernador, Presidente, Vicepresidente 1º, Vicepresidente 2º de la Cámara de Diputados no pudieren desempeñarlo.


35) Proveer lo conducente a la prosperidad de la Provincia,  la justicia, la seguridad social,  la higiene, la moralidad, la salud pública, la cultura, la ciencia y la tecnología y a todo lo que tienda a lograr el bienestar social.


36) Dictar las leyes y reglamentos que sean necesarios para poner en ejercicio los poderes y autoridades que establece esta Constitución, aquéllas encaminadas al mejor desempeño de las atribuciones  conferidas precedentemente y las que se relacionan con todo asunto de interés público  y general de la Provincia que, por su naturaleza y objeto, no corresponda privativamente al Congreso de la Nación.

7. Poder Ejecutivo de la Provincia del Chaco.

La Constitución de la Provincia del Chaco regula en la SECCION IV - Poder Ejecutivo

CAPITULO I - Naturaleza y duración

Gobernador y Vicegobernador

Art. 131. - El Poder Ejecutivo será desempeñado por un ciudadano con el título de Gobernador de la Provincia, y en su defecto por el Vicegobernador, elegido al mismo tiempo y por igual período que aquél. El Vicegobernador, en tanto no reemplace al Gobernador en el ejercicio del Poder Ejecutivo, tendrá dentro de éste funciones de consejero, y en ese carácter asistirá a los acuerdos de ministros. Podrá concurrir a las sesiones de la Cámara de Diputados como vocero del Poder Ejecutivo en el tratamiento de los proyectos e iniciativas del mismo, con derecho a voz.

CAPITULO II - Atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo

Gobernador: Deberes y atribuciones

Art. 141. - El Gobernador es el mandatario legal de la Provincia y jefe de la administración con los siguientes deberes y atribuciones:


1) Representa al Estado Provincial en todas sus relaciones oficiales; programa y dirige sus políticas. 


2) Participa en la formación de las leyes con arreglo a esta Constitución, y en la discusión de los proyectos en trámite o en los debates de proyectos vetados, por medio del Vicegobernador y de los Ministros, los que deberán concurrir cuando sean requeridos por el cuerpo, y en el caso de los ministros también por las comisiones permanentes o especiales de la Cámara.


3) Promulga y hace ejecutar las leyes de la Provincia, facilita y dispone su cumplimiento por medio de normas reglamentarias y por disposiciones especiales que no alteren su espíritu.


4) Veta total o parcialmente los proyectos de ley sancionados por la Cámara de Diputados en el tiempo y forma establecidos por esta Constitución, dando los fundamentos en cada caso.


5) Informa a la Cámara de Diputados, al iniciarse cada período de sesiones ordinarias, sobre el estado general de la administración, del movimiento de fondos que se hubiere producido dentro y fuera del Presupuesto General de gastos y de recursos durante el ejercicio económico anterior, de las necesidades públicas y sus soluciones inmediatas, y de los planes y programas de gobierno.


6) Convoca a elecciones en los casos y épocas determinados en esta Constitución y leyes respectivas, sin que por ningún motivo puedan ser diferidas y  en los casos y con los procedimientos previstos en el artículo 2º de esta Constitución.


7) Convoca a la Cámara de Diputados a sesiones extraordinarias; fija fundadamente el temario y el término de la convocatoria.


8) Presenta a la Cámara de Diputados, antes del 30 de septiembre, el proyecto de Ley de Presupuesto General y el Plan de Recursos, acompañado de la cuenta general del ejercicio vencido, del estado de ejecución del vigente y una proyección de gastos e inversiones por el resto de su gestión.


9) Hace recaudar las rentas de la Provincia, decreta su inversión con arreglo a la ley y da a publicidad,  por lo menos mensualmente, el estado de la Tesorería.


10) Negocia y concluye los tratados, protocolos y convenciones previstos en el Inc. 5) del artículo l3º  y en el inciso 7) del Art.  119º,  de esta Constitución.


11) Designa y remueve a los ministros, funcionarios y empleados, con las exigencias y formalidades legales. Durante el receso de la Cámara de Diputados, los nombramientos que requieran acuerdo se harán en comisión, con la obligación de dar cuenta en los primeros quince días del período de sesiones ordinarias, bajo sanción de que si así no lo hiciere los funcionarios cesarán en su empleo.


12) Ejerce el poder de policía.


13) Ejerce la máxima autoridad de seguridad y prevención policial del Estado Provincial, su organización y operaciones;  provee a las designaciones.


14) Declara la emergencia y previene el impacto ambiental.


15) Presta inexcusablemente el auxilio de la fuerza pública a los jueces y tribunales de justicia, autoridades y funcionarios que por la Constitución o por la ley puedan hacer uso de ella.


16) Ejerce la jurisdicción administrativa en el modo y forma que la ley determine.


17) Indulta y conmuta penas impuestas dentro de la jurisdicción provincial, previo y favorable informe del Superior Tribunal de Justicia.


18) En casos de extrema necesidad y en receso de la Legislatura, en acuerdo general de ministros, podrá efectuar gastos impostergables o no previstos en la Ley General de Presupuesto, y deberá en esos casos dar cuenta en forma inmediata a la Cámara.


19) Promueve y realiza la reforma y la transformación del Estado, sobre la  base de la promoción de las actividades productivas;la eficacia en la administración pública y el estímulo a la participación de la ciudadanía.


20) Promueve, conviene y ejecuta la descentralización del Estado Provincial. Elabora los protocolos de intereses y servicios a tales fines, los que serán remitidos a la Legislatura para su incorporación a la ley respectiva.


21) Programa y dirige las políticas encaminadas al desarrollo armónico  de la economía, la paz, el equilibrio social y el crecimiento de la riqueza, con equidad en su distribución y oportunidades laborales.

8. Poder Judicial de la Provincia del Chaco.

La Constitución de la Provincia del Chaco regula en la SECCION V - Poder Judicial

CAPITULO I - Disposiciones generales

Ejercicio

Art. 150. - El Poder Judicial será ejercido por el Superior Tribunal de Justicia, tribunales inferiores y demás organismos que la ley establezca.

Inviolabilidad funcional e independencia

Art. 151. - El Poder Judicial tendrá todo el imperio necesario para afirmar y mantener su inviolabilidad funcional e independencia frente a los otros poderes del Estado.

Exclusividad para el ejercicio de las funciones judiciales

Art. 152. - En ningún caso y por ningún motivo el Poder Ejecutivo o Legislativo podrán ejercer funciones judiciales, atribuirse el conocimiento de causas pendientes ni restablecer las fenecidas. Actos de esta naturaleza adolecen de insanable nulidad.

Sujeción a la ley

Art. 153. - La ley determinará el orden jerárquico, la competencia, las atribuciones, las obligaciones y la responsabilidad de los miembros del Poder Judicial, y reglará la forma en que habrán de actuar y aplicar el ordenamiento jurídico.

Inamovilidad, deberes, remoción y retribución

Art. 154. - Los magistrados y los representantes del ministerio público, conservarán sus cargos mientras dure su buena conducta, cumplan sus obligaciones legales, no incurran en falta grave, mal desempeño o abandono de sus funciones, desconocimiento inexcusable del derecho, comisión de delito doloso o inhabilidad física o psíquica. Deberán resolver las causas dentro de los plazos que las leyes procesales establezcan y será causal de remoción, la morosidad o la omisión.


Cuando se encuentren en condiciones de acceder a la jubilación, podrán optar por su permanencia en el cargo que desempeñan en ese momento, hasta haber cumplido los setenta años. Un nuevo nombramiento será necesario para mantener en el cargo a magistrados y funcionarios, una vez que cumplan esa edad. 


Se establecerá por ley la carrera judicial para magistrados, funcionarios y representantes del ministerio público, como así la capacitación permanente y la obligación inexcusable de brindar sus conocimientos y aportes de experiencia en beneficio de otros miembros de la magistratura y de los empleados judiciales.


La ley creará un sistema integrado y público de estadísticas judiciales para el control ciudadano de la administración de justicia.


Gozarán de las mismas inmunidades de los legisladores. Su retribución será establecida por ley y no podrá ser disminuida con descuentos que no sean los que se dispusieren con fines previsionales, tributarios o con carácter general. 


La inamovilidad comprende el grado y la sede. No podrán ser trasladados ni ascendidos sin su consentimiento.

CAPITULO II - Organización y constitución

Composición del Superior Tribunal de Justicia

Art. 155. - El Superior Tribunal de Justicia estará integrado por el número de miembros que fije la ley, el que no podrá ser inferior a cinco, y se dividirá en salas o cámaras de apelación con la jurisdicción y competencia que aquélla determine.

Ministerio público

Art. 156. - El Ministerio Público será órgano del Poder Judicial, con autonomía funcional. Su titular será el Procurador General quien lo ejercerá ante el Superior Tribunal de Justicia.


La ley orgánica del Ministerio Público creará la Procuración General Adjunta y preverá las condiciones que deberán reunir los integrantes de dicho ministerio, su jerarquía, sus funciones y el modo de actuar ante los tribunales, para el Procurador General, el adjunto,  los fiscales y defensores.


Al Procurador General compete instar la actuación de fiscales y defensores, emitir instrucciones generales que no afecten su independencia de criterio y ejercer la superintendencia del Ministerio Público con facultades disciplinarias limitadas a apercibimientos y multas.

Condiciones para el ejercicio de la magistratura y de la procuración general

Art. 157. - Para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia y Procurador General se requiere: ser argentino nativo, o naturalizado con diez años de ejercicio de la ciudadanía, poseer título de abogado expedido por universidad nacional o revalidado en el país, y tener treinta años de edad y seis, por lo menos, en el ejercicio de la profesión o de la magistratura.

           Los demás jueces letrados deberán reunir las mismas condiciones de ciudadanía y título, tener veintisiete años de edad y cinco, por lo menos, en el ejercicio activo de la profesión o de la magistratura.

Nombramientos judiciales

Art. 158 - Los miembros del Superior Tribunal de Justicia y el Procurador General serán nombrados por el Poder Ejecutivo a propuesta del Consejo de la Magistratura. Los demás miembros de la administración de justicia serán designados por el Superior Tribunal de Justicia a propuesta del mismo Consejo. En todos los casos, las designaciones deberán efectuarse dentro de los diez días de recibida la propuesta, salvo que el postulado no reuniere los requisitos del artículo anterior.


Con el mismo procedimiento podrán designarse jueces suplentes para cubrir vacancias y licencias. Si las mismas no son llenadas dentro de los sesenta días de producidas, el Superior Tribunal de Justicia las cubrirá con carácter provisorio.


En caso de desintegración del Consejo de la Magistratura, los miembros del Superior Tribunal de Justicia y el Procurador General serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Legislatura.


La ley instrumentará y garantizará la capacitación de los empleados del Poder Judicial y la carrera administrativa, sobre la base de la igualdad de oportunidades y de mecanismos de selección por concurso público de antecedentes y oposición, bajo sanción de nulidad de los ingresos y las promociones que violen esta norma.
Justicia de Paz y de Faltas

Art. 159. - La ley organizará la Justicia de Paz y de Faltas en la Provincia, con el carácter de lega o letrada, teniendo en cuenta las divisiones administrativas y la extensión y población de las mismas, y fijará su jurisdicción, competencia y procedimiento.


Para la actuación ante la Justicia de Paz, se instrumentará un procedimiento sumarísimo, gratuito, arbitral y oral.


Para ser Juez de Paz y de Faltas, se requiere tener veinticinco años de edad, cinco  de ejercicio de la ciudadanía e igual residencia en la Provincia y haber aprobado el ciclo de estudios secundarios o su equivalente y preferentemente título de abogado.


El Poder Judicial establecerá un sistema de capacitación de jueces y funcionarios de la Justicia de Paz y de Faltas.

Incompatibilidades

Art. 160. - Los integrantes del Poder Judicial no podrán participar en organizaciones ni actividades políticas, ni ejercer su profesión o 

desempeñar empleos, funciones u otras actividades dentro o fuera de la Provincia, excepto la docencia universitaria. 

Causas sometidas a la jurisdicción provincial

Art. 161. - Corresponde al Superior Tribunal de Justicia y a los tribunales letrados de la Provincia el conocimiento y la decisión de las causas que versen sobre los puntos regidos por la Constitución y leyes de la Nación y de la Provincia, y por los tratados que celebre esta última con arreglo a las mismas, siempre que aquéllas o las personas se hallen sometidas a la jurisdicción provincial.

CAPITULO III - Atribuciones y deberes del Poder Judicial

Deberes y atribuciones del Superior Tribunal de Justicia

Art. 162. - El Superior Tribunal de Justicia tendrá los siguientes deberes y atribuciones:


1) Representar al Poder Judicial de la Provincia.


2) Nombrar y remover a los funcionarios y empleados del Poder Judicial y remover a los jueces legos.


3) Preparar antes de 31 de agosto de cada año el presupuesto anual de gastos e inversiones del Poder Judicial para el ejercicio siguiente, la cuenta general del ejercicio vencido y el estado de ejecución del correspondiente al mismo año.


4) Remitir anualmente a la Legislatura y al Poder Ejecutivo, antes del 1 de marzo, una memoria sobre el estado y necesidades de la administración de justicia.


5) Evacuar los informes relativos a la administración judicial que le fueren requeridos por el Poder Legislativo o por el Poder Ejecutivo.


6) Dictar el reglamento interno del Poder Judicial.


7) Ejercer por sí o delegar las facultades de superintendencia, sobre personal, administración y otras extrajurisdiccionales. La ley preverá las funciones de control superior de gestión reservadas al Superior Tribunal de Justicia, la competencia, y las relaciones con los magistrados,  funcionarios y personal del Poder Judicial y con otros organismos del Estado Provincial.


8) Proyectar ante la Cámara de Diputados leyes sobre organización de tribunales, organización y funcionamiento de la Policía Judicial, creación de servicios conexos y complementarios y de asistencia judicial, como asimismo los códigos de procedimientos y de Justicia de Paz y de Faltas.

Jurisdicción originaria y en grado de apelación

Art. 163. - El Superior Tribunal de Justicia tiene, en lo judicial, las siguientes atribuciones, con arreglo a las normas legales respectivas:


1) Ejerce jurisdicción ordinaria y exclusiva en los siguientes casos:



a) en las demandas por inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas, reglamentos o resoluciones, que se promuevan directamente por vía de acción;



b) en los recursos de revisión, en los casos que la ley lo establezca;



c) en los conflictos entre los poderes públicos de la Provincia y en los que se suscitaren entre los tribunales de justicia con motivo de su jurisdicción respectiva;



d) en los conflictos de las municipalidades entre sí y entre éstas y los poderes del Estado;



e) en las acciones contencioso- administrativas, hasta tanto se cree el fuero correspondiente, con arreglo a lo establecido en el artículo 26º de esta Constitución.


2) Actúa como tribunal de casación, de acuerdo con leyes de procedimientos que sancione la Legislatura.


3) Conoce y resuelve en grado de apelación:



a) en las causas sobre inconstitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas, reglamentos y resoluciones, promovidas ante los juzgados de primera instancia;



b) en los recursos sobre inaplicabilidad de ley y los que autoricen las leyes de procedimientos.

Uso de la fuerza pública

 Art. 164. - El Poder Judicial dispondrá de la fuerza pública para el cumplimiento de sus decisiones.

Publicidad periódica

Art. 165.- Los tribunales de la Provincia publicarán periódicamente la nómina de las causas resueltas y de las pendientes de sentencia definitiva.

9. Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento

CAPITULO IV - Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento

Su composición

Art. 166. - El Consejo de la Magistratura estará integrado por dos jueces; dos miembros de la Legislatura, los que serán designados por la Cámara; el Ministro del área de justicia o funcionario de rango equivalente que, fundadamente designe el Gobernador y dos abogados en el ejercicio de la profesión.


Los jueces serán designados por sorteo correspondiendo un miembro al Superior Tribunal de Justicia y el otro a los magistrados de tribunales letrados. Los abogados serán elegidos entre los que estuvieren matriculados en la Provincia y domiciliados en ella, uno por la capital y otro por el interior, este último elegido en forma rotativa entre las distintas circunscripciones judiciales, y que reúnan las condiciones requeridas para ser juez.


En la misma ocasión y forma se elegirán suplentes por cada titular entre los jueces, diputados y los abogados. El Poder Ejecutivo designará como suplente de su representante a un funcionario de igual rango.


Los consejeros serán designados por dos años en sus cargos y podrán ser reelegidos por un período. El cargo de consejero es honorífico e irrenunciable con las excepciones que la ley preverá.

Funciones del Consejo

Art. 167. - Son funciones del Consejo:


1) Proponer el nombramiento y traslado de los jueces y representantes del Ministerio Público de conformidad con lo dispuesto en el artículo 158º. Los nombramientos deberán estar precedidos de concursos públicos de antecedentes y oposición como método de selección.


2) Actuar como jurado de enjuiciamiento de los magistrados y funcionarios judiciales.

Normas para el enjuiciamiento

Art. 168. - La ley reglamentará el procedimiento a que deberá ajustarse la sustanciación de las causas que se promuevan ante el jurado, sobre las siguientes bases:

           1) Patrocinio letrado de la acusación y demás exigencias para su admisibilidad.

           2) Garantías para la defensa en juicio.

           3) Oralidad y publicidad de la causa.

Admisión de la acusación

Art. 169. - Admitida la acusación el imputado quedará suspendido en el ejercicio de sus funciones.

Veredicto

Art. 170. - El veredicto deberá ser pronunciado dentro de sesenta días contados a partir de la fecha en que la causa quedara en estado de sentencia.  Vencido este término sin que el jurado hubiera dictado pronunciamiento, se considerará desestimada la acusación.

El pronunciamiento que haga lugar a la acusación y decida la separación definitiva del acusado del ejercicio del cargo deberá adoptarse por el voto de los dos tercios de los miembros que componen el cuerpo.  Caso contrario, la acusación se considerará desechada y el acusado será reintegrado a sus funciones.

El fallo condenatorio no tendrá más efecto que destituir al acusado y aun inhabilitarlo para el ejercicio de cargos públicos por tiempo determinado sin perjuicio de la responsabilidad que le incumbiere con arreglo a las leyes, ante los tribunales ordinarios.

Sanción

Art. 171. - Los miembros del jurado que obstruyeren el curso de la causa o incurrieren en retardo injustificado serán pasibles de destitución y reemplazo por el suplente o por una nueva designación, según el procedimiento establecido en el art. 166.

